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El Parlamento Europeo,

– Visto el Tratado de la Unión Europea (TUE) y, en particular, el artículo 2, el artículo 3, 
apartado 1 y apartado 3, párrafo segundo, el artículo 4, apartado 3, y los artículos 5, 6, 
7, 11, 19 y 49,

– Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE) y, en particular, sus 
artículos relativos al respeto, la promoción y la protección de la democracia, el Estado 
de Derecho y los derechos fundamentales en la Unión, incluidos sus artículos 70, 258, 
259, 260, 263, 265 y 267,

– Vista la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (en lo sucesivo, 
«Carta»),

– Vista la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE), en 
particular las sentencias en los asuntos C-156/21, Hungría/Parlamento Europeo y 
Consejo de la Unión Europea1, y C-157/21, Polonia/Parlamento Europeo y Consejo de 
la Unión Europea2 sobre las medidas para la protección del presupuesto de la Unión,

– Vista la Comunicación de la Comisión, de 20 de julio de 2021, «Informe sobre el 
Estado de Derecho en 2021 – Situación del Estado de Derecho en la Unión Europea» 
(COM(2021)0700),

– Visto el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, y por la que se 
deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos)3,

1 Sentencia de 16 de febrero de 2022, Hungría / Parlamento Europeo y Consejo de la 
Unión Europea, C-156/21, ECLI:EU:C:2022:97.

2 Sentencia de 16 de febrero de 2022, República de Polonia / Parlamento Europeo y 
Consejo de la Unión Europea, C-157/21, ECLI:EU:C:2022:98.
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– Vista la Directiva (UE) 2018/1808 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 14 de 
noviembre de 2018, por la que se modifica la Directiva 2010/13/UE sobre la 
coordinación de determinadas disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de 
los Estados miembros relativas a la prestación de servicios de comunicación audiovisual 
(Directiva de servicios de comunicación audiovisual), habida cuenta de la evolución de 
las realidades del mercado1,

– Visto el Reglamento (UE, Euratom) 2020/2092 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 16 de diciembre de 2020, sobre un régimen general de condicionalidad para la 
protección del presupuesto de la Unión2 (Reglamento relativo a la condicionalidad del 
Estado de Derecho),

– Visto el Reglamento (UE) 2021/692 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de 
abril de 2021, por el que se establece el programa Ciudadanos, Igualdad, Derechos y 
Valores y por el que se deroga el Reglamento (UE) n.º 1381/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo y el Reglamento (UE) n.º 390/2014 del Consejo3,

– Vista la Declaración Universal de Derechos Humanos,

– Vistos los instrumentos de las Naciones Unidas para la protección de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales y las recomendaciones e informes del examen 
periódico universal de las Naciones Unidas, así como la jurisprudencia de los órganos 
de las Naciones Unidas creados en virtud de tratados y los procedimientos especiales 
del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas,

– Vistos los informes y las recomendaciones de la Oficina de Instituciones Democráticas 
y Derechos Humanos, el alto comisionado para las Minorías Nacionales, el 
representante para la Libertad de los Medios de Comunicación y otros organismos de la 
Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE),

– Vistos el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales, la Carta Social Europea, la jurisprudencia del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos y del Comité Europeo de Derechos Sociales y los 
convenios, recomendaciones, resoluciones, dictámenes e informes de la Asamblea 
Parlamentaria, el Comité de Ministros, el comisario para los Derechos Humanos, la 
Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia, el Comité Director sobre lucha 
contra la discriminación, diversidad e inclusión, la Comisión de Venecia y otros 
organismos del Consejo de Europa,

– Visto el Memorándum de Acuerdo entre el Consejo de Europa y la Unión Europea, de 
23 de mayo de 2007, y las Conclusiones del Consejo, de 8 de julio de 2020, sobre las 
prioridades de la UE en materia de cooperación con el Consejo de Europa en 2020-
2022,

– Vista la propuesta motivada de la Comisión, de 20 de diciembre de 2017, de Decisión 
del Consejo relativa a la constatación de un riesgo claro de violación grave del Estado 

1 DO L 303 de 28.11.2018, p. 69.
2 DO L 433 I de 22.12.2020, p. 1.
3 DO L 156 de 5.5.2021, p. 1.



de Derecho por parte de la República de Polonia, presentada de conformidad con el 
artículo 7, apartado 1, del TUE (COM(2017)0835),

– Visto el Plan de Acción de la UE Antirracismo para 2020-2025 titulado «Una Unión de 
la igualdad», puesto en marcha El 18 de septiembre de 2020 (COM(2020)0565),

– Visto el informe de la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, de 
9 de noviembre de 2021, titulado «Antisemitism: Overview of antisemitic incidents 
recorded in the European Union 2010-2020» (Antisemitismo: resumen de los incidentes 
antisemitas registrados en la Unión Europea entre 2010 y 2020),

– Visto el informe de la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, de 
22 de septiembre de 2021, titulado «Protecting civic space in the EU» (Protección del 
espacio cívico en la UE), y sus otros informes, datos y herramientas, en particular el 
Sistema de Información Europeo de Derechos Fundamentales (SIEDF),

– Vista su Resolución, de 25 de octubre de 2016, con recomendaciones destinadas a la 
Comisión sobre el establecimiento de un mecanismo de la Unión para la democracia, el 
Estado de Derecho y los derechos fundamentales1,

– Vista su Resolución, de 1 de marzo de 2018, sobre la decisión de la Comisión de activar 
el artículo 7, apartado 1, del TUE en relación con la situación en Polonia2,

– Vista su Resolución, de 19 de abril de 2018, sobre la necesidad de establecer un 
instrumento de defensa de los valores europeos para apoyar a las organizaciones de la 
sociedad civil que promueven valores fundamentales en el seno de la Unión Europea a 
nivel local y nacional3,

– Vista su Resolución, de 12 de septiembre de 2018, sobre una propuesta en la que 
solicita al Consejo que, de conformidad con el artículo 7, apartado 1, del TUE, constate 
la existencia de un riesgo claro de violación grave por parte de Hungría de los valores 
en los que se fundamenta la Unión4,

– Vista su Resolución, de 14 de noviembre de 2018, sobre la necesidad de un mecanismo 
global para la democracia, el Estado de Derecho y los derechos fundamentales5,

– Vista su Resolución, de 16 de enero de 2020, sobre las audiencias en curso en virtud del 
artículo 7, apartado 1, del TUE relativas a Polonia y Hungría6,

– Vista su Resolución, de 8 de octubre de 2020, sobre el Estado de Derecho y los 
derechos fundamentales en Bulgaria7,

1 DO C 215 de 19.6.2018, p. 162.
2 DO C 129 de 5.4.2019, p. 13.
3 DO C 390 de 18.11.2019, p. 117.
4 DO C 433 de 23.12.2019, p. 66.
5 DO C 363 de 28.10.2020, p. 45.
6 DO C 270 de 7.7.2021, p. 91.
7 DO C 395 de 29.9.2021, p. 63.



– Vista su Resolución, de 7 de octubre de 2020, sobre el establecimiento de un 
mecanismo de la UE para la democracia, el Estado de Derecho y los derechos 
fundamentales1,

– Vista su Resolución, de 13 de noviembre de 2020, sobre el impacto de las medidas 
relacionadas con la COVID-19 en la democracia, el Estado de Derecho y los derechos 
fundamentales2, 

– Vista su Resolución, de 26 de noviembre de 2020, sobre la situación de los derechos 
fundamentales en la Unión Europea: Informe anual para los años 2018 y 20193 , 

– Vista su Resolución, de 24 de junio de 2021, sobre el informe de la Comisión sobre el 
Estado de Derecho en 20204 ,

– Vista su Resolución, de 8 de julio de 2021, sobre la elaboración de directrices para la 
aplicación del régimen general de condicionalidad para la protección del presupuesto de 
la Unión5,

– Vista su Resolución, de 8 de julio de 2021, sobre la violación del Derecho de la Unión y 
de los derechos de los ciudadanos LGBTIQ en Hungría como consecuencia de las 
modificaciones legales aprobadas por el Parlamento húngaro6,

– Vista su Resolución, de 14 de septiembre de 2021, sobre los derechos de las personas 
LGBTIQ en la Unión Europea7,

– Vista su Resolución, de 16 de septiembre de 2021, sobre libertad de los medios de 
comunicación y nuevo deterioro del Estado de Derecho en Polonia8,

– Vista su Resolución, de 20 de octubre de 2021, sobre los medios de comunicación 
europeos en la Década Digital: un plan de acción para apoyar la recuperación y la 
transformación9,

– Vista su Resolución, de 21 de octubre de 2021, sobre la crisis del Estado de Derecho en 
Polonia y la primacía del Derecho de la Unión10,

– Vista su Resolución, de 11 de noviembre de 2021, sobre el refuerzo de la democracia y 
la libertad y el pluralismo de los medios de comunicación en la Unión: recurso indebido 
a acciones en el marco del Derecho civil y penal para silenciar a periodistas, ONG y a la 
sociedad civil11,

1 DO C 395 de 29.9.2021, p. 2.
2 DO C 415 de 13.10.2021, p. 36.
3  DO C 425 de 20.10.2021, p. 107.
4 DO C 81 de 18.2.2022, p. 27.
5 DO C 99 de 1.3.2022, p. 146.
6 DO C 99 de 1.3.2022, p. 218.
7 DO C 99 de 1.3.2022, p. 218.
8 DO C 117 de 11.3.2022, p. 151.
9 Textos Aprobados, P9_TA(2021)0428.
10 Textos Aprobados, P9_TA(2021)0439.
11 Textos Aprobados, P9_TA(2021)0451.



– Vista su Resolución, de 11 de noviembre de 2021, sobre el primer aniversario de la 
prohibición de facto del aborto en Polonia1 ,

– Vista su Resolución, de 15 de diciembre de 2021, sobre la evaluación de las medidas 
preventivas para evitar la corrupción, las irregularidades en el gasto y el uso indebido de 
los fondos de la UE y de los fondos nacionales en el caso de los fondos de emergencia y 
los ámbitos de gasto relacionados con las crisis2 ,

– Vista su Resolución, de 16 de diciembre de 2021, sobre los derechos fundamentales y el 
Estado de Derecho en Eslovenia, en particular el retraso en el nombramiento de los 
fiscales europeos3 ,

– Vista su Resolución, de 9 de marzo de 2022, sobre las injerencias extranjeras en todos 
los procesos democráticos de la Unión Europea, en particular la desinformación4 ,

– Visto el Informe Especial n.º 09/2021 del Tribunal de Cuentas Europeo, de 3 de junio 
de 2021, titulado «Lucha contra el fraude en el gasto de cohesión de la UE: una cuestión 
abordada, pero no atajada», 

– Visto el Informe Especial 01/2022 del Tribunal de Cuentas Europeo, de 10 de enero 
de 2022, titulado «Apoyo de la UE al Estado de Derecho en los Balcanes Occidentales: 
pese a los esfuerzos, persisten problemas fundamentales»,

– Visto el artículo 54 de su Reglamento interno,

– Vistas las opiniones de la Comisión de Control Presupuestario, la Comisión de Asuntos 
Jurídicos, la Comisión de Presupuestos, la Comisión de Asuntos Constitucionales y la 
Comisión de Peticiones,

– Visto el informe de la Comisión de Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior 
(A9-0139/2022), 

A. Considerando que la Unión se fundamenta en los valores comunes consagrados en el 
artículo 2 del TUE, esto es, el respeto de la dignidad humana, la libertad, la democracia, 
la igualdad, el Estado de Derecho y el respeto de los derechos humanos, incluidos los 
derechos de las personas pertenecientes a minorías, que son valores comunes a los 
Estados miembros y que deben asumir los países candidatos si desean adherirse a la 
Unión como parte de los criterios de Copenhague, que no pueden ignorarse o 
reinterpretarse después de la adhesión; que la democracia, el Estado de Derecho y los 
derechos fundamentales son valores que se refuerzan mutuamente y que, cuando se 
socavan, pueden suponer una amenaza sistémica para la Unión y los derechos y las 
libertades de sus ciudadanos; que el respeto del Estado de Derecho es vinculante en toda 
la Unión y en sus distintos Estados miembros en todos los niveles de gobierno, también 
en las entidades subnacionales;

B. Considerando que el principio de cooperación leal establecido en el artículo 4, 
apartado 3, del TUE obliga a la Unión y a los Estados miembros a prestarse asistencia 

1  Textos Aprobados, P9_TA(2021)0455.
2  Textos Aprobados, P9_TA(2021)0502.
3  Textos Aprobados, P9_TA(2021)0512.
4 Textos Aprobados, P9_TA(2022)0064.



mutua en el cumplimiento de las obligaciones que se derivan de los Tratados, y a los 
Estados miembros a adoptar todas las medidas generales o particulares apropiadas para 
asegurar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de los Tratados o resultantes de 
los actos de las instituciones de la Unión;

C. Considerando que el ciclo anual de examen del Estado de Derecho es un complemento 
positivo a los instrumentos disponibles para preservar los valores del artículo 2 del 
TUE, al abordar la situación en todos los Estados miembros de la Unión en un informe 
basado en cuatro pilares que guardan relación directa con el respeto del Estado de 
Derecho;

D. Considerando que, sin recomendaciones concretas ni un seguimiento eficaz, se corre el 
riesgo de que el informe sobre el Estado de Derecho no sirva para prevenir, detectar y 
abordar eficazmente los desafíos sistémicos y el retroceso del Estado de Derecho que se 
han observado en varios Estados miembros de la Unión en los últimos años;

E. Considerando que los Estados miembros han adoptado medidas urgentes para hacer 
frente a la pandemia de COVID-19; que estas, para ser lícitas, deben respetar los 
principios de necesidad y proporcionalidad al restringir los derechos y las libertades 
fundamentales; que en algunos Estados miembros se ha observado una tendencia 
negativa en materia del Estado de Derecho, puesto que los Gobiernos han utilizado las 
medidas extraordinarias como una pretexto para debilitar los controles y equilibrios 
democráticos;

F. Considerando que es necesario reforzar y racionalizar los mecanismos existentes y 
desarrollar un único mecanismo global de la Unión para proteger eficazmente la 
democracia, el Estado de Derecho y los derechos fundamentales y garantizar el respeto 
de los valores consagrados en el artículo 2 del TUE en toda la Unión, así como en los 
países candidatos, aunque con diferentes regímenes de supervisión, de modo que se 
impida a los Estados miembros desarrollar una legislación nacional contraria a la 
protección del artículo 2 del TUE;

G. Considerando que los derechos a la libertad de expresión y la información y el derecho 
a la participación pública son piedras angulares de la democracia;

H. Considerando que el Comité de expertos sobre la lucha contra el discurso de odio del 
Consejo de Europa ha elaborado un proyecto de Recomendación del Comité de 
Ministros sobre el discurso de odio, que proporciona orientaciones no vinculantes sobre 
cómo abordar el fenómeno, que actualmente está pendiente de adopción en 20221; que 
el recién creado Comité de expertos sobre la lucha contra los delitos de odio tiene la 
misión de preparar, hasta finales de 2023, un proyecto de Recomendación del Comité de 
Ministros sobre los delitos de odio; 

1 Proyecto de Recomendación del Comité de Ministros sobre el discurso de odio, 
disponible en: https://rm.coe.int/draft-recommendation-on-combating-hate-speech-
public-consultation-v-18/native/1680a2ef25; Novedades publicadas en: 
https://www.coe.int/en/web/committee-antidiscrimination-diversity-inclusion/-/the-
cdadi-finalised-important-deliverables-at-its-fourth-plenary-meeting.

https://rm.coe.int/draft-recommendation-on-combating-hate-speech-public-consultation-v-18/native/1680a2ef25
https://rm.coe.int/draft-recommendation-on-combating-hate-speech-public-consultation-v-18/native/1680a2ef25
https://www.coe.int/en/web/committee-antidiscrimination-diversity-inclusion/-/the-cdadi-finalised-important-deliverables-at-its-fourth-plenary-meeting
https://www.coe.int/en/web/committee-antidiscrimination-diversity-inclusion/-/the-cdadi-finalised-important-deliverables-at-its-fourth-plenary-meeting


I. Considerando que el programa Ciudadanos, Igualdad, Derechos y Valores permite un 
apoyo flexible directo a los agentes de la sociedad civil que promueven y protegen los 
valores consagrados en el artículo 2 del TUE a escala local, nacional y europea;

Informe sobre el Estado de Derecho en 2021: consideraciones generales

1. Acoge con satisfacción el segundo informe anual de la Comisión sobre el Estado de 
Derecho; señala que el Parlamento utiliza regularmente este informe anual como fuente 
de información y de datos al debatir la situación del Estado de Derecho en un Estado 
miembro específico; lamenta que la Comisión no haya abordado todas las 
recomendaciones formuladas por el Parlamento en su Resolución, de 24 de junio de 
2021, sobre el informe de la Comisión sobre el Estado de Derecho en 2020, en 
particular la ampliación del alcance de sus informes para cubrir todos los valores 
consagrados en el artículo 2 del TUE, la diferenciación entre violaciones sistémicas e 
individuales, y una evaluación más profunda y transparente, así como la adopción de 
medidas en respuesta a las vulneraciones; considera que esas recomendaciones siguen 
siendo válidas, y las reitera;

2. Celebra el hecho de que el funcionamiento de los sistemas judiciales, el marco de lucha 
contra la corrupción, el pluralismo de los medios de comunicación y determinadas 
cuestiones institucionales relacionadas con los controles y equilibrios, incluido, hasta 
cierto punto, el espacio cívico, formen parte del informe anual de la Comisión; lamenta, 
no obstante, que el informe de 2021 no cubra con suficiente detalle ni en amplitud todos 
los problemas que afectan al Estado de Derecho; sugiere que la Comisión analice los 
problemas que afectan al Estado de Derecho en cada pilar desde el punto de vista de 
todos los valores consagrados en el artículo 2 del TUE y de los derechos fundamentales 
descritos en la Carta; pide que se incluyan en el informe anual otros elementos 
importantes de la lista de criterios verificación del Estado de Derecho aprobada por la 
Comisión de Venecia en 2016, como la prevención del abuso de poder, la igualdad ante 
la ley y la no discriminación y el acceso a la justicia, incluidos los aspectos del derecho 
a un juicio justo; reitera su llamamiento a la Comisión para que incluya en futuros 
informes una evaluación de las condiciones carcelarias;

3. Observa con satisfacción que el informe contiene capítulos por país; encomia los 
esfuerzos realizados por la Comisión por mantener el contacto con los Gobiernos, los 
Parlamentos nacionales, y el Parlamento Europeo, además de con la sociedad civil y 
otros agentes nacionales; pide a los Estados miembros que cooperen de forma proactiva 
con la Comisión y hagan públicas sus observaciones por escrito para que los expertos 
independientes y los grupos de la sociedad civil puedan verificar los datos y reaccionar 
a ellos, así como para garantizar la plena transparencia; alienta a la Comisión a que siga 
profundizando en el análisis, y le pide que garantice recursos adecuados a tal efecto, 
incluidos recursos humanos, en un intento por llegar a una amplia y diversa gama de 
partes interesadas; considera que la Comisión debe dedicar más tiempo e importancia a 
sus visitas a los distintos países, especialmente a las visitas sobre el terreno; pide a la 
Comisión que dé a conocer mejor al público estas visitas con el fin de promover una 
cultura del Estado de Derecho a escala nacional; acoge con satisfacción las visitas 
realizadas por la Comisión a los Parlamentos nacionales para presentar las conclusiones 
del informe;

Metodología



4. Señala que se está examinando a todos los Estados miembros utilizando los mismos 
indicadores y siguiendo la misma metodología, sin discriminar a ningún Estado 
miembro; pide a la Comisión que explique con más detalle los indicadores que utiliza 
para evaluar la situación del Estado de Derecho en los Estados miembros; pide a la 
Comisión que celebre cada mes de septiembre una Semana anual de los valores de la 
Unión durante la que el informe se presente al mismo tiempo al Parlamento Europeo y a 
los Parlamentos nacionales al mismo tiempo y se integre mejor en el cuadro de 
indicadores de la justicia de la UE, el informe sobre los derechos fundamentales de la 
Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y el instrumento de 
seguimiento del pluralismo en los medios de comunicación; opina que el informe sobre 
el Estado de Derecho sirve actualmente como documentación descriptiva de la situación 
en los Estados miembros, pero que debe ser un instrumento analítico y prescriptivo para 
cumplir sus objetivos de prevención y mitigación; destaca que un análisis exhaustivo de 
la situación en los Estados miembros requiere un análisis y una evaluación global del 
Estado de Derecho en los Estados miembros; subraya que la presentación de 
deficiencias o vulneraciones de distinta naturaleza o gravedad puede trivializar las 
vulneraciones más graves del Estado de Derecho; insta a la Comisión a que distinga en 
su informe entre las vulneraciones sistémicas y deliberadas del Estado de Derecho y las 
vulneraciones aisladas de manera más clara y comprensible;

5. Lamenta que el informe no reconozca claramente el proceso deliberado de retroceso del 
Estado de Derecho en los países sujetos a los procedimientos en curso en virtud del 
artículo 7, apartado 1, del TUE, en particular Polonia y Hungría, ni detecte deficiencias 
en materia de Estado de Derecho en varios Estados miembros; pide a la Comisión que 
deje claro que, cuando se conculcan los valores del artículo 2 del TUE de forma 
sistemática, deliberada, grave, permanente y sistemática a lo largo de un período de 
tiempo, los Estados miembros pueden dejar de cumplir todos los criterios que definen 
una democracia y convertirse en regímenes autoritarios;

6. Lamenta que la Comisión haya tenido que mencionar en varias ocasiones en el informe 
resumido a varios Estados miembros, en particular a Hungría y Polonia, como motivo 
de preocupación, y que no se hayan producido mejoras tangibles desde la publicación 
del informe; recuerda que, desde junio de 2021, el Parlamento también ha tratado la 
situación del Estado de Derecho en Hungría, Polonia y Eslovenia en sus resoluciones 
del Pleno; recuerda, asimismo, que el Grupo de Seguimiento de la Democracia, el 
Estado de Derecho y los Derechos Fundamentales de la Comisión de Libertades Civiles, 
Justicia y Asuntos de Interior del Parlamento y la Comisión de Control Presupuestario 
del Parlamento han abordado asuntos similares en varios Estados miembros de la 
Unión; destaca que, tras haber enviado varias delegaciones ad hoc en algunos de estos 
Estados miembros, ha quedado claro que la situación del Estado de Derecho, la 
democracia y los derechos fundamentales en estos Estados miembros es mucho peor 
que la expuesta por la Comisión en su informe; considera que, para determinar mejor 
qué países están experimentando un retroceso, la Comisión debería llevar a cabo una 
evaluación más exhaustiva de los mismos elementos en todos los capítulos por países;

7. Solicita a la Comisión que concluya el capítulo de cada país con una evaluación de los 
resultados de los Estados miembros con respecto a los distintos pilares del informe, 
indicando en qué medida se han cumplido las condiciones del Reglamento relativo a la 
condicionalidad del Estado de Derecho; pide, por tanto, a la Comisión que elabore, 
además de la evaluación cualitativa, un índice del Estado de Derecho para los diferentes 
pilares basado en un sistema objetivo, accesible, transparente, legible y no 



discriminatorio de presentación y análisis comparativo, que será realizado por expertos 
independientes, que podría indicar el nivel de respeto del Estado de Derecho en los 
Estados miembros;

8. Considera que el informe anual debe detectar tendencias transversales, incluidas las 
posibles vulnerabilidades sistémicas, a escala de la Unión; pide a la Comisión que 
señale los casos en que las medidas o prácticas que socavan el Estado de Derecho en un 
Estado miembro están siendo imitadas o se corre el riesgo de que sean imitadas por 
otros; destaca que el ataque deliberado a los derechos de los grupos minoritarios en 
algunos Estados miembros ha creado y establecido un impulso en otros lugares, como 
queda patente en el retroceso en los derechos de las mujeres, las personas LGBTIQ y 
otros grupos minoritarios; pide asimismo a la Comisión que recuerde la repercusión 
negativa de las violaciones del Estado de Derecho en la Unión en su conjunto;

9. Considera que el informe debe ir más allá de las instantáneas anuales y ofrecer una 
visión evolutiva y dinámica del respeto o retroceso del Estado de Derecho en los 
sistemas judiciales de todos los Estados miembros; encomia el esfuerzo realizado en el 
informe de 2021 por comparar la situación con la del informe de 2020; considera 
necesario identificar con claridad las tendencias positivas y negativas con respecto a la 
situación del Estado de Derecho, e incluir un análisis de las razones subyacentes;

10. Considera que sería deseable contar con un nuevo capítulo independiente sobre la 
Unión que evaluara la situación en relación con la separación de poderes, la rendición 
de cuentas y los controles y equilibrios;

Evaluación y recomendaciones

11. Considera que el informe de 2021 podría haber ofrecido evaluaciones más claras, que 
indicasen si existían deficiencias, un riesgo de vulneración grave o una vulneración 
efectiva de los valores del artículo 2 del TUE en cada uno de los pilares analizados en 
los capítulos por país; invita a la Comisión a que incluya una evaluación de todas las 
medidas del Estado de Derecho aplicadas el año anterior, acompañada de un análisis de 
su eficacia y posibles vías de mejora; pide un análisis más integrado de las 
interconexiones entre los cuatro pilares y de cómo una combinación de deficiencias 
puede constituir una vulneración o un riesgo de vulneración de los valores del artículo 2 
del TUE; reitera la importancia de utilizar un lenguaje directo e inequívoco y de 
subrayar claramente el problema en cuestión de acuerdo con la posición de la Comisión;

12. Celebra la intención de la Comisión de incluir recomendaciones específicas por país en 
el informe de 2022; pide a la Comisión que acompañe esas recomendaciones con plazos 
de aplicación, objetivos y medidas concretas que deben adoptarse; pide a la Comisión 
que incluya en los informes posteriores información sobre los progresos realizados en la 
aplicación de sus recomendaciones y que, además, la incluya en el diálogo estructurado 
con el Parlamento a lo largo del año; pide a la Comisión que vele por que sus informes 
anuales se refieran también a las recomendaciones por país pertinentes para el Semestre 
Europeo, en particular las relativas a la independencia del poder judicial y la fiscalía, así 
como las que se refieren a la lucha contra la corrupción y, en su caso, a la garantía de la 
transparencia y la integridad;

13. Recomienda que la Comisión indique junto a cada una de sus recomendaciones la lista 
no exhaustiva de herramientas que deben utilizar las instituciones de la Unión en caso 



de que no se subsanen las deficiencias; pide a la Comisión que no dude en utilizar 
dichas herramientas, en especial cuando no confíe en una rápida aplicación de las 
recomendaciones o exista un riesgo de mayor deterioro, sin esperar al próximo ciclo de 
informes anuales;

Ámbito de aplicación

14. Lamenta que los informes de 2020 y de 2021 no incluyan plenamente los valores de 
democracia y derechos fundamentales contemplados en el artículo 2 del TUE, que se 
ven afectados inmediatamente cuando los países empiezan a retroceder en lo que atañe 
al Estado de Derecho; reitera la relación intrínseca que vincula el Estado de Derecho, la 
democracia y los derechos fundamentales;

Sistemas judiciales

15. Hace hincapié en que la rendición de cuentas de los jueces, la independencia de la 
fiscalía y de la judicatura y la ejecución de las resoluciones judiciales son componentes 
esenciales del Estado de Derecho; lamenta los problemas graves y estructurales 
relativos a la independencia del poder judicial en determinados Estados miembros; 
destaca el papel fundamental de los profesionales del Derecho a la hora de garantizar la 
protección de los derechos fundamentales y reforzar el Estado de Derecho; pide a los 
Estados miembros que protejan a los jueces y fiscales de los ataques y presiones 
políticas que intentan socavar su trabajo e insiste en que los Estados miembros deben 
cumplir el Derecho de la Unión y el Derecho internacional relativo a la independencia 
del poder judicial; pide a la Comisión que incluya recomendaciones concretas en su 
informe de 2022 con el fin de garantizar la independencia del poder judicial en todos los 
Estados miembros, y que también trate en el informe anual la cuestión la independencia 
de los abogados y los colegios de abogados, ya que son esenciales para la independencia 
de los sistemas judiciales;

16. Recuerda que el Derecho de la Unión tiene primacía sobre el Derecho nacional, 
independientemente de la forma en que estén organizados los sistemas judiciales 
nacionales; pide a la Comisión que realice un seguimiento estrecho de las resoluciones 
de los órganos jurisdiccionales nacionales relativas a la primacía del Derecho de la 
Unión sobre el Derecho nacional y, en particular, sobre la incompatibilidad de 
determinados artículos de los Tratados con las constituciones nacionales; insta a la 
Comisión a que garantice respuestas concretas, inmediatas y adecuadas a la negativa de 
aplicar y respetar las sentencias del TJUE y a que informe al Parlamento de las medidas 
adoptadas a este respecto;

17. Subraya la importancia del papel que desempeñan los consejos del poder judicial a la 
hora de salvaguardar la independencia del poder judicial; señala que varios Estados 
miembros tienen problemas persistentes en cuanto a la composición de sus consejos del 
poder judicial y el nombramiento de jueces, que a veces son vulnerables a las 
injerencias políticas indebidas; anima a los Estados miembros a que soliciten 
sistemáticamente el dictamen de la Comisión de Venecia en caso de que traten de 
adaptar la composición y el funcionamiento de estos órganos y a que den seguimiento 
de dichas recomendaciones; considera necesario que la Comisión evalúe dicho 
seguimiento en el informe anual;



18. Señala que la fiscalía es un elemento clave en la lucha contra la delincuencia, la 
corrupción y el abuso de poder; hace hincapié en la necesidad de establecer garantías 
que protejan la independencia de la fiscalía y los fiscales para que estén exentos de 
presiones políticas indebidas, especialmente por parte del Gobierno, cumpliendo al 
mismo tiempo los requisitos necesarios de rendición de cuentas para evitar abusos o 
negligencias; expresa su total solidaridad y pleno apoyo a todas las víctimas de delitos;

19. Señala que las demandas estratégicas contra la participación pública (DECPP) no solo 
socavan gravemente el derecho de acceso efectivo a la justicia de las víctimas de estas 
demandas y, por tanto, el Estado de Derecho, sino que también constituyen un uso 
indebido de los sistemas judiciales y los marcos jurídicos de los Estados miembros, 
especialmente al minar la capacidad de estos para abordar satisfactoriamente los retos 
existentes, como la duración de los procedimientos y la calidad de los sistemas 
judiciales, así como la gestión de la acumulación de casos y los retrasos acumulados en 
su consideración;

Marco de lucha contra la corrupción

20. Reitera su opinión de que la corrupción es una grave amenaza para la democracia, los 
fondos europeos y el Estado de Derecho; está profundamente preocupado por el 
creciente nivel de corrupción y el deterioro observados en determinados Estados 
miembros, la continua aparición de casos de corrupción en los que están implicados 
funcionarios de alto nivel y políticos, y la infiltración de la delincuencia organizada en 
la economía y el sector público; acoge con satisfacción la información incluida en el 
Informe sobre el Estado de Derecho en 2021 sobre esta cuestión, y pide más 
aclaraciones sobre si los fondos de la Unión se han visto afectados;

21. Insta a la Comisión a que actualice y mejore la política y los instrumentos de lucha 
contra la corrupción de la Unión, en particular estableciendo una definición uniforme 
del delito de corrupción y creando normas y criterios de referencia comunes y 
garantizando su correcta aplicación y cumplimiento; recuerda la importancia de que los 
Estados miembros de la Unión se comprometan con la Fiscalía Europea y apoyen 
activamente sus tareas; pide a los Estados miembros que aún no lo hayan hecho que se 
adhieran a la Fiscalía Europea; acoge con satisfacción el envío por parte de la Comisión 
de cartas de emplazamiento a casi todos los Estados miembros por la falta de 
transposición de la Directiva sobre la protección de los denunciantes1; 

Libertad de expresión e información, libertad y pluralismo de los medios de comunicación

22. Recuerda que la libertad y el pluralismo de los medios de comunicación, que 
comprenden los medios informativos de gran calidad, financiados de forma sostenible y 
transparente, ya sean tradicionales como digitales, los periodistas, los verificadores de 
datos y los investigadores independientes, así como los medios de comunicación de 
servicio público sólidos, son esenciales para la democracia, constituyen una garantía 
contra el abuso de poder y son el mejor antídoto contra la desinformación; expresa su 
preocupación por la independencia política de los medios de comunicación en algunos 

1 Directiva (UE) 2019/1937 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 
2019, relativa a la protección de las personas que informen sobre infracciones del 
Derecho de la Unión (DO L 305 de 26.11.2019, p. 17).



Estados miembros, ya que las líneas editoriales reflejan la fuerte polarización de la 
escena política;

23. Se muestra alarmado por el entorno cada vez más hostil en el que trabajan los 
periodistas y los agentes de los medios de comunicación en muchos Estados miembros, 
en particular cuando su labor se centra en el abuso de poder, la corrupción, las 
violaciones de los derechos fundamentales y las actividades delictivas; recuerda que los 
periodistas y los medios de comunicación son objeto cada vez más de intimidación, 
amenazas (también en las redes sociales), acusaciones penales, ataques físicos, 
incidentes violentos y asesinatos en algunos Estados miembros; condena las estrategias 
opresivas empleadas por los Gobiernos de algunos Estados miembros, como el uso de 
las DECPP y las campañas de difamación, así como el aumento del control estatal de 
los medios de comunicación públicos, la sociedad civil y las instituciones académicas, 
lo que conduce a la autocensura y al creciente deterioro de la libertad de los medios de 
comunicación y de la libertad académica; recuerda que, en el momento de su asesinato, 
la periodista de investigación Daphne Caruana Galizia se enfrentaba a 47 demandas por 
difamación civiles y penales, muchas de las cuales su familia sigue afrontando; advierte 
de que estos acontecimientos inaceptables pueden tener un efecto paralizador en la 
libertad de expresión y la libertad de prensa y no se puede permitir que sienten un 
precedente tanto dentro de la Unión como para los países candidatos y los candidatos 
potenciales a la Unión;

24. Lamenta que el informe de 2021 no refleje la gravedad de estas tendencias, 
especialmente lo que concierne el control estatal, las demandas estratégicas y las 
campañas de difamación por parte de determinados Estados miembros; insta a la 
Comisión a que mejore los capítulos relacionados con los medios de comunicación a 
este respecto mediante una evaluación de la eficiencia y la eficacia de los marcos 
nacionales de protección de la libertad de prensa, el pluralismo de los medios de 
comunicación y la transparencia de la propiedad de los medios de comunicación, a que 
adopte legislación de la Unión contra el uso de las DECPP que establezcan normas 
mínimas, y a que presente un marco jurídico ambicioso para contrarrestar la creciente 
politización de los medios de comunicación en determinados Estados miembros en la 
próxima Ley de libertad de los medios de comunicación; hace hincapié en que el 
informe debe incluir una evaluación exhaustiva de la independencia de las entidades 
reguladoras para los servicios de medios audiovisuales de los Estados miembros, que, 
de conformidad con el Derecho de la Unión, deben ser independientes de sus 
respectivos Gobiernos; pide a la Comisión que garantice financiación adicional y más 
flexible para el periodismo de investigación independiente en la Unión;

25. Destaca la importancia de los medios de comunicación de servicio público 
independientes desde el punto de vista editorial a la hora de ofrecer una cobertura de 
gran calidad, imparcial y gratuita de los asuntos públicos, especialmente durante las 
elecciones; pide a los Estados miembros que garanticen una financiación estable, 
abierta, transparente, sostenible y adecuada con carácter plurianual para los medios de 
comunicación de servicio público a fin de garantizar su calidad e independencia frente a 
las presiones gubernamentales, políticas, económicas y de otro tipo; lamenta que los 
medios de comunicación de servicio público se omitan en el informe anual; pide a la 
Comisión que revise a fondo los medios de comunicación de servicio público en sus 
futuros informes;



26. Observa que las noticias falsas y la consiguiente desinformación dirigida a los 
ciudadanos de la Unión constituyen una amenaza para la democracia y el Estado de 
Derecho en la Unión, ya que la divulgación de desinformación polariza y debilita 
nuestra democracia; acoge con satisfacción la descripción que hace la Comisión en el 
informe anual de las presiones y las influencias políticas ejercidas sobre los medios de 
comunicación, y pide a la Comisión que describa con mayor claridad las campañas 
sistemáticas de desinformación e injerencias extranjeras destinadas a reducir la 
confianza pública en las instituciones estatales y en los medios de comunicación 
independientes; reconoce que las plataformas en línea mundiales pueden tener perturbar 
en gran medida el sector de los medios de comunicación; destaca, a este respecto, que la 
legislación actual no crea por completo un entorno justo en el ecosistema público, por 
ejemplo, en cuanto a la lucha contra la desinformación y la responsabilidad algorítmica; 
considera que la adopción de la legislación pertinente, en particular la Ley de Servicios 
Digitales y la Ley de Mercados Digitales, fue un paso en la dirección correcta, pero que 
es necesario realizar más esfuerzos en el marco de la Ley Europea de Medios para crear 
condiciones justas habida cuenta de la transformación digital del sector de los medios de 
comunicación y el aumento de las plataformas en línea;

27. Destaca que la libertad de los medios de comunicación está estrechamente relacionada 
con la libertad artística y académica; lamenta que, en algunos Estados miembros, la 
libertad de expresión, la libertad de las artes y la libertad de reunión estén gravemente 
limitadas y restringidas; subraya que la independencia de los sistemas educativos se ve 
amenazada cuando no se garantiza la estructura organizativa autónoma de sus 
instituciones; pide a la Comisión que incluya todos los aspectos de la libertad de 
expresión en su informe sobre el Estado de Derecho;

Democracia y controles y equilibrios

28. Sostiene que el principio de separación de poderes es esencial para un funcionamiento 
eficaz del Estado, así como para el funcionamiento eficaz, independiente, imparcial y 
eficiente de los sistemas judiciales en toda la Unión, y que requiere que las instituciones 
se abstengan de ejercer cualquier tipo de presión sobre los jueces y los fiscales, 
especialmente si proviene de los ámbitos político y económico;

29. Subraya que unas elecciones justas y libres figuran entre las condiciones mínimas 
absolutas para que una democracia funcione y que todos los procesos electorales en la 
Unión deben realizarse sin influencias indebidas ni irregularidades; hace hincapié en 
que, en caso de que la OSCE observe que las elecciones no se han celebrado de manera 
justa y libre, se deben adoptar en medidas concretas, incluidas las previstas en el marco 
del procedimiento establecido en el artículo 7, apartado 1, del TUE; insta a la Comisión 
y a los Estados miembros a que tomen todas las medidas necesarias cuando se detecte 
un riesgo de manipulación de las elecciones en un Estado miembro de la Unión, ya sea 
causado por un agente estatal, extranjero o privado;

30. Recuerda que el ejercicio de las libertades fundamentales, incluido el derecho a ser 
crítico en público, es un elemento fundamental de las sociedades libres y democráticas; 
expresa su preocupación por la reducción del espacio cívico en varios Estados 
miembros, que se manifiesta mediante el uso de las DECPP contra los medios de 
comunicación y los periodistas, los defensores de los derechos humanos, los agentes y 
activistas de la sociedad civil y los opositores políticos, y mediante la vigilancia de 
estos; acoge con satisfacción el compromiso de la Comisión de proponer una Directiva 



contra los litigios abusivos contra periodistas y defensores de los derechos, y destaca 
que el alcance debe ser lo suficientemente amplio como para abarcar a todos los 
defensores de los derechos, también a los activistas particulares;

31. Destaca que el uso ilegal de Pegasus y de programas espía equivalentes por parte de los 
Estados miembros contra periodistas, abogados, políticos de la oposición y otras 
personas supone una amenaza directa para la democracia, el Estado de Derecho y los 
derechos humanos; pide a la Comisión que evalúe uso indebido de los instrumentos de 
vigilancia y su repercusión en los procesos democráticos dentro de la Unión, así como 
las posibles vulneraciones de los valores del artículo 2 del TUE y de la Carta; 

32. Considera que la situación del espacio cívico en los Estados miembros merece un 
capítulo aparte en el informe y la creación de un «índice del espacio cívico europeo», 
dada la importancia fundamental de la sociedad civil para mantener sociedades 
plenamente democráticas e inclusivas basadas en el respeto de los derechos humanos y 
teniendo en cuenta los retos a que se enfrenta la sociedad civil en varios Estados 
miembros, que incluyen medidas legislativas y administrativas, el acceso restringido a 
la financiación y las campañas de difamación;

33. Recomienda que la Comisión transforme el cuarto pilar del informe anual sobre «otras 
cuestiones institucionales relacionadas con los controles y equilibrios» en un pilar sobre 
democracia y controles y equilibrios, evaluando elementos como las posibles amenazas 
a los procesos democráticos en la Unión y en los Estados miembros, incluida la 
manipulación de las elecciones;

Repercusiones de las medidas relacionadas con la COVID-19 en la democracia, el Estado de 
Derecho y los derechos fundamentales

34. Recuerda las grandes repercusiones de las medidas relacionadas con la pandemia de 
COVID-19, incluidos los regímenes de emergencia y los decretos-ley, en la democracia, 
el Estado de Derecho y los derechos fundamentales en la Unión, en particular en los 
ámbitos de la justicia, la libertad de los medios de comunicación y la lucha contra la 
corrupción;

35. Lamenta la naturaleza y el uso excesivo de medidas de emergencia durante la pandemia 
de COVID-19 así como la falta de controles ex-post de dichas medidas por parte de 
algunos Parlamentos nacionales, e incluso el cierre de los Parlamentos en numerosos 
Estados miembros, lo que ha incrementado el poder de los Gobiernos y ha ocasionado 
una falta de rendición de cuentas y transparencia del poder ejecutivo;

36. Recuerda que la pandemia de COVID-19 ha repercutido negativamente tanto en el 
acceso a la justicia como en la eficiencia de los tribunales nacionales, y también ha 
provocado el cierre parcial de los órganos jurisdiccionales nacionales; destaca que la 
situación extraordinaria impuesta por la pandemia ha demostrado la urgente necesidad 
de modernizar los procedimientos judiciales y de introducir elementos digitales para 
aumentar la eficiencia de los sistemas judiciales y facilitar el acceso a la asistencia y la 
información jurídicas;

37. Celebra que el informe incluya una parte consagrada al Estado de Derecho durante la 
pandemia de COVID-19; destaca que debe proseguir el control del uso y la 
proporcionalidad de estas medidas hasta que se levanten todas las medidas sin 



excepciones; señala, a este respecto, el riesgo del uso indebido de fondos del 
Mecanismo de Recuperación y Resiliencia de la Unión; reitera que estos fondos solo 
pueden distribuirse una vez que se hayan abordad por completo estas preocupaciones; 
alienta a la Comisión a que evalúe a su debido tiempo si las medidas adoptadas por los 
Estados miembros han estado bien delimitadas en el tiempo y eran necesarias y 
proporcionadas, y ello dentro del respeto de los controles y equilibrios; pide a la 
Comisión que formule recomendaciones para ayudar a los Estados miembros a mitigar 
las repercusiones negativas de la pandemia en los ámbitos de la justicia, la lucha contra 
la corrupción y la libertad de los medios de comunicación;

Derechos fundamentales e igualdad

38. Destaca con preocupación que siguen sin respetarse plenamente en toda la Unión los 
derechos de las mujeres y las personas en situación de vulnerabilidad, incluidas las 
personas con discapacidad, los niños, las minorías religiosas ―en particular, en un 
momento en el que se ha producido un aumento del antisemitismo, el odio racial contra 
los gitanos y el odio antimusulmán en Europa―, los gitanos, las personas de 
ascendencia africana y asiática y otras personas pertenecientes a minorías étnicas y 
lingüísticas, los migrantes, los solicitantes de asilo, los refugiados, las personas 
LGBTIQ y las personas de edad avanzada, especialmente las personas que viven en 
asentamientos marginales, y que estas personas siguen siendo objeto de prácticas 
discriminatorias; hace hincapié en el vínculo evidente entre el deterioro de las normas 
del Estado de Derecho y las vulneraciones de los derechos fundamentales y de los 
derechos de las minorías, como el uso excesivo de la fuerza por parte de las autoridades 
policiales durante las protestas y en las fronteras de la Unión; recuerda que, en algunas 
circunstancias, los Estados miembros recurren deliberadamente a medidas que son 
cuestionables desde el punto de vista del Estado de Derecho, como la legislación 
adoptada en procedimientos acelerados sin consultas públicas o incluso, en casos 
excepcionales, los cambios constitucionales para legitimar políticas discriminatorias 
sobre las que de otro modo no podría legislarse, como las disposiciones dirigidas 
específicamente a las personas LGBTIQ o la imposición de la prohibición casi total del 
aborto; recuerda que los Estados miembros tienen una responsabilidad hade cara a las 
personas en situación de vulnerabilidad, y que deben proporcionarles seguridad y 
protección contra la discriminación; reitera enérgicamente su llamamiento a la 
Comisión para que incluya en el ámbito de futuros informes una evaluación exhaustiva 
de las persistentes vulneraciones de los derechos fundamentales en toda la Unión, 
incluidos la igualdad y los derechos de las personas pertenecientes a minorías; pide a las 
instituciones de la Unión que, entretanto, lean los informes anuales sobre el Estado de 
Derecho a la luz de los informes sobre los derechos fundamentales publicados por la 
Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea;

39. Lamenta que algunos Estados miembros no hayan incorporado plena y correctamente a 
la legislación nacional la Decisión marco del Consejo sobre racismo y xenofobia1, y que 
las disposiciones de la Directiva sobre igualdad racial2 sigan sin aplicarse plenamente 

1 Decisión Marco 2008/913/JAI del Consejo, de 28 de noviembre de 2008, relativa a la 
lucha contra determinadas formas y manifestaciones de racismo y xenofobia mediante 
el Derecho penal (DO L 328 de 6.12.2008, p. 55).

2 Directiva 2000/43/CE del Consejo, de 29 de junio de 2000, relativa a la aplicación del 
principio de igualdad de trato de las personas independientemente de su origen racial o 
étnico (DO L 180 de 19.7.2000, p. 22)



en todos los Estados miembros; recomienda que se preste más atención a los discursos 
políticos y mediáticos que alimentan el odio contra las minorías y las consecuencias 
directas que estos tienen en la adopción de leyes o prácticas discriminatorias que 
socavan el Estado de Derecho para todos, también en el ámbito de las políticas de lucha 
contra el terrorismo y de seguridad a la luz de la Resolución relativa a George Floyd1 
adoptada por el Parlamento en 2020;

40. Expresa su especial preocupación por el deterioro de la situación de la salud y los 
derechos sexuales y reproductivos de las mujeres en algunos Estados miembros, 
incluida la imposición de leyes muy restrictivas sobre el aborto, y por los ataques 
continuos y sistemáticos contra los derechos fundamentales de las personas LGBTIQ, 
que se ven reforzados por el deterioro del Estado de Derecho en varios Estados 
miembros; lamenta que estos acontecimientos no se reflejen de forma coherente en el 
informe de la Comisión sobre el Estado de Derecho; pide a la Comisión que aborde 
sistemáticamente estas cuestiones en todos los informes por país pertinentes y en el 
informe resumido;

41. Acoge con satisfacción los procedimientos de infracción iniciados por la Comisión en 
relación con Hungría y Polonia como parte del paquete sobre infracciones de julio de 
2021 relativo al respeto de los derechos humanos de las personas LGBTIQ y las 
infracciones del Derecho de la Unión; señala que esta es la primera vez que la Comisión 
ha iniciado procedimientos de infracción específicamente para proteger los derechos de 
las personas LGBTIQ;

42. Observa con preocupación las numerosas denuncias de vulneraciones significativas y 
sistemáticas de los derechos fundamentales de los inmigrantes y los solicitantes de asilo 
en toda la Unión y, en particular, en las fronteras exteriores; lamenta que varios Estados 
miembros hayan adoptado legislación nacional que limita en gran medida los derechos 
de los solicitantes de asilo y, en algunos casos, incluso supone una amenaza para el 
principio de no devolución y el derecho a una la tutela judicial efectiva; lamenta que, a 
pesar de los llamamientos del Parlamento, la Comisión no haya finalizado su evaluación 
de la compatibilidad de numerosas medidas legislativas nacionales en el ámbito del 
asilo y la migración con el Derecho de la Unión; reitera que el respeto de los derechos 
fundamentales, como el derecho de asilo y el derecho a la tutela judicial efectiva, es 
fundamental para el correcto funcionamiento del Estado de Derecho;

Fuentes

43. Pide a la Comisión que siga reforzando el diálogo periódico, inclusivo y estructurado 
con los Gobiernos y los Parlamentos nacionales, las ONG, las instituciones nacionales 
de derechos humanos, los defensores del pueblo, los organismos de fomento de la 
igualdad, las asociaciones profesionales y otras partes interesadas, y que sea más 
transparente en cuanto a los criterios empleados para seleccionar la información 
procedente de esas partes interesadas durante el proceso de redacción de sus informes 
anuales; considera que las organizaciones de la sociedad civil deben participar 
estrechamente en todas las fase del ciclo de examen mediante un proceso transparente, 
basado en criterios claros; resalta que las consultas estructuradas por temas 
incrementarían la eficiencia del proceso y la cantidad de aportaciones valiosas; celebra 

1 Resolución del Parlamento Europeo, de 19 de junio de 2020, sobre las protestas contra 
el racismo tras la muerte de George Floyd( DO C 362 de 8.9.2021, p. 63).



que el cuestionario de consulta permita ahora a las partes interesadas comunicar 
aspectos que vayan más allá del ámbito previsto por la Comisión, y pide a la Comisión 
que adapte la estructura de los informes nacionales si es necesario; pide a la Comisión 
que revise y mejore las herramientas en línea para las aportaciones de las partes 
interesadas y que sea flexible con respecto a los límites de espacio disponibles;

44. Considera que los plazos establecidos para la consulta a la sociedad civil fueron 
demasiado cortos o poco oportunos en el pasado, y que estos deben adaptarse según 
convenga y ser flexibles a fin de hacer posibles unas contribuciones completas y 
exhaustivas; destaca que esto ha dificultado que las partes interesadas preparen y 
planifiquen sus contribuciones y actividades de sensibilización, dados los límites de sus 
capacidades y de sus recursos financieros, en especial si la consulta coincide con las 
vacaciones anuales; invita a la Comisión a que introduzca la oportunidad de consultar 
durante todo el año a la sociedad civil en lugar de centrarse principalmente en 
convocatorias de aportaciones de duración limitada; acoge con satisfacción el hecho de 
que la Comisión permita presentaciones multilingües en todas las lenguas oficiales de la 
Unión; pide a la Comisión que defina y publique con antelación su calendario para los 
próximos informes en el que se fijen las fechas de los distintos pasos en el proceso, 
incluido un calendario de visitas a los países y la fecha de publicación del informe; 
observa que se puede reforzar aún más la consulta y anima a la Comisión a realizar 
junto a los agentes de la sociedad civil un seguimiento sobre la información que estos 
aportan;

45. Anima a la Comisión a que garantice un seguimiento adecuado, en el marco del 
ejercicio del informe anual, de las peticiones y otras manifestaciones de preocupación 
individuales de los ciudadanos y testimonios sobre las deficiencias del Estado de 
Derecho; considera que, con vistas a reforzar la cultura del Estado de Derecho y el 
compromiso de las instituciones de la Unión con los ciudadanos, deben crearse foros y 
estructuras participativos para identificar tendencias y dar mayor visibilidad a las 
amenazas, deficiencias y violaciones de los valores consagrados en el artículo 2 del 
TUE en toda la Unión;

46. Recuerda que la Comisión debe seguir teniendo en cuenta la información relevante de 
las fuentes pertinentes y las instituciones reconocidas de manera sistemática; recuerda 
también que las conclusiones de los organismos internacionales pertinentes, como 
aquellos bajo los auspicios de las Naciones Unidas, la OSCE y el Consejo de Europa, 
deberían tenerse en cuenta; pide a la Comisión que tenga más en cuenta los datos y las 
conclusiones de los índices pertinentes, como el proyecto sobre los indicadores 
mundiales de gobernanza, el Índice de Estado de Derecho de la organización World 
Justice Project y el proyecto sobre las variedades de la democracia;

47. Acoge con satisfacción el acuerdo del Consejo de modificar el mandato de la Agencia 
de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (FRA) y lo considera un paso 
adelante; pide a la Comisión que aproveche este impulso e inste a la FRA a que 
proporcione asesoramiento metodológico y realice estudios comparativos para añadir 
información detallada en ámbitos clave del informe anual, teniendo presente que el 
derecho a un juicio justo, la libertad de expresión y otros derechos fundamentales 
guardan una relación intrínseca con el Estado de Derecho, que se sumen a las 
contribuciones que la Agencia ya realiza, por ejemplo, mediante el uso del SIEDF y de 
sus informes sobre el espacio cívico;



48. Considera que la cooperación con el Consejo de Europa y otras organizaciones 
internacionales reviste especial importancia para promover la democracia, el Estado de 
Derecho y los derechos fundamentales en la Unión; pide a la Comisión que analice de 
forma sistemática los datos sobre el incumplimiento de las sentencias del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos (TEDH), y las opiniones de los órganos de las Naciones 
Unidas establecidos en virtud de los tratados sobre comunicaciones individuales;

Mecanismo para la democracia, el Estado de Derecho y los derechos fundamentales

49. Lamenta la reticencia de la Comisión y el Consejo a responder de forma positiva a la 
petición formulada por el Parlamento en su Resolución, de 7 de octubre de 2020, sobre 
el establecimiento de un mecanismo de la UE para la democracia, el Estado de Derecho 
y los derechos fundamentales, que debe cubrir el alcance completo de los valores del 
artículo 2 del TUE; reitera su llamamiento a la Comisión y al Consejo para que inicien 
de inmediato las negociaciones con el Parlamento sobre un acuerdo interinstitucional;

50. Recuerda su posición sobre la creación de un grupo de expertos independientes para 
asesorar a las tres instituciones, en estrecha cooperación con la FRA; pide a su Mesa 
que, en vista de la reticencia de la Comisión y del Consejo, organice un procedimiento 
de contratación pública para crear dicho grupo bajo los auspicios del Parlamento, de 
conformidad con los compromisos contraídos en su Resolución, de 24 de junio de 2021, 
sobre el Informe de la Comisión sobre el Estado de Derecho en 2020, a fin de asesorar 
al Parlamento sobre el cumplimiento de los valores del artículo 2 del TUE en los 
distintos Estados miembros e ilustrar cómo podría funcionar en la práctica dicho grupo;

51. Reitera su llamamiento a la Comisión para que considere una revisión más exhaustiva y 
ambiciosa del Reglamento de la FRA1; pide a la Comisión, por tanto, que estudie a 
largo plazo todo el potencial del desarrollo de la FRA con arreglo a los principios 
relativos al estatuto y funcionamiento de las instituciones nacionales de promoción y 
protección de los derechos humanos (Principios de París), para que se convierta en un 
órgano plenamente independiente que aporte posiciones imparciales y públicas sobre 
situaciones específicas de cada país en los ámbitos de la democracia, el Estado de 
Derecho y los derechos fundamentales; resalta que dicho desarrollo debe ir acompañado 
de un aumento de los recursos disponibles;

Complementariedad con otros instrumentos del ámbito del Estado de Derecho

52. Reitera que el informe anual debe poder servir de fuente y documento de referencia 
importantes para decidir si se activan una o varias herramientas pertinentes, como el 
artículo 7 del TUE, el Reglamento relativo a la condicionalidad del Estado de Derecho, 
otros instrumentos disponibles en el marco de la legislación financiera de la Unión y las 
normas sectoriales y financieras aplicables para proteger de manera efectiva el 
presupuesto de la Unión, el Marco del Estado de Derecho o los procedimientos de 
infracción, incluidos los procedimientos acelerados, las solicitudes de medidas 
provisionales ante el TJUE y los recursos relativos a la falta de ejecución de las 
sentencias del TJUE; pide a la Comisión que vincule explícitamente en el informe estos 
instrumentos a los problemas detectados o posibles relativos al Estado de Derecho; pide 

1 Informe provisional, de 25 de marzo de 2021, sobre la propuesta de Reglamento del 
Consejo por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 168/2007 por el que se crea una 
Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (COM(2020)0225).



a las instituciones que activen sin demora dichos instrumentos e instrumentos, incluido 
el mecanismo de condicionalidad del Estado de Derecho, con el fin de prestar un apoyo 
proactivo al Estado de Derecho y hacer frente al retroceso democrático en la Unión, ya 
que el Informe de la Comisión sobre el Estado de Derecho en 2021 contiene ejemplos 
múltiples y detallados de vulneraciones del Estado de Derecho que entran en el ámbito 
de aplicación del Reglamento sobre la condicionalidad; reitera su llamamiento a la 
Comisión para que cree un vínculo directo entre los informes anuales sobre el Estado de 
Derecho, junto con otras fuentes del Estado de Derecho, y el mecanismo de 
condicionalidad del Estado de Derecho;

53. Recuerda que los procedimientos de infracción constituyen el instrumento fundamental 
para proteger y defender el Derecho de la Unión y los valores comunes consagrados en 
el artículo 2 del TUE; observa con preocupación que el número de procedimientos de 
infracción incoados por la Comisión ha registrado un abrupto descenso desde 2004; 
expresa su sorpresa por que no se incoen sistemáticamente procedimientos de infracción 
al menos tan pronto se documentan infracciones importantes en el informe anual; 
lamenta la reticencia de la Comisión a supervisar activa y sistemáticamente la 
aplicación del Derecho de la Unión y a agotar las posibilidades de los procedimientos 
de infracción contra los Estados miembros, ya que es el instrumento más adecuado para 
resolver los problemas con eficiencia y sin demora; señala que esa reticencia ha 
conducido a llamamientos a los Estados miembros para que incoen asuntos 
interestatales de conformidad con el artículo 259 del TFUE; manifiesta su preocupación 
por que la falta de una aplicación sistemática y oportuna reduzca la capacidad 
preventiva de los procedimientos de infracción; pide que se incluya en el informe una 
visión general de todas las medidas de ejecución adoptadas por la Comisión para cada 
Estado miembro, en particular los procedimientos de infracción pendientes, así como el 
grado de cumplimiento de las medidas provisionales y las sentencias del TJUE y del 
TEDH, que contribuyan a una aplicación exhaustiva del cuadro de indicadores del 
Derecho de la Unión;

54. Recuerda la importancia de las resoluciones dictadas con carácter prejudicial en materia 
de Estado de Derecho; considera que la jurisprudencia pertinente del TJUE ha 
contribuido a definir mejor el Estado de Derecho y podría servir a la Comisión para 
perfeccionar sus parámetros de referencia con los que evaluar la situación del Estado de 
Derecho en los Estados miembros;

55. Manifiesta su preocupación por el incumplimiento persistente por parte de algunos 
Estados miembros, como Hungría y Polonia, de las sentencias del TJUE y del TEDH, lo 
que contribuye al deterioro del Estado de Derecho; destaca que la falta de ejecución de 
sentencias puede conllevar que las vulneraciones de los derechos humanos queden sin 
vías de recurso; destaca que esto puede crear una percepción pública de que las 
sentencias pueden ignorarse, lo que socava la independencia del poder judicial y la 
confianza general en la fuerza de juicio justo; pide a la Comisión que siga informando 
en los respectivos capítulos nacionales sobre la ejecución de sentencias por parte de los 
Estados miembros en casos de ejecución parcial o falta de ejecución; anima a la 
Comisión a colaborar con las autoridades a fin de encontrar soluciones adecuadas para 
una aplicación completa y actualizar la información anualmente; recuerda que la falta de 



ejecución de la sentencia Coman y Hamilton1 dio lugar a que los demandantes tuvieran 
que recurrir al TEDH para obtener reparación;

56. Recuerda la importancia del Reglamento relativo a la condicionalidad del Estado de 
Derecho cuando las vulneraciones de los principios del Estado de Derecho afectan o 
amenazan gravemente con afectar a la buena gestión financiera del presupuesto de la 
Unión o a la protección de sus intereses financieros; acoge con satisfacción las 
sentencias del TJUE, de 16 de febrero de 2022, y sus conclusiones de que la Unión 
efectivamente tiene competencias en materia de Estado de Derecho en los Estados 
miembros, de que el mecanismo de condicionalidad del Estado de Derecho es conforme 
al Derecho de la Unión y de que se deben desestimar las medidas presentadas por 
Hungría y Polonia contra el Reglamento de condicionalidad del Estado de Derecho; 
reitera su llamamiento a la Comisión para que adopte medidas inmediatas en el marco 
del Reglamento, un instrumento en vigor desde enero de 2021;

57. Considera que el informe anual es el lugar más adecuado para consagrar una parte 
específica a la realización de un análisis pertinente en el marco del Reglamento relativo 
a la condicionalidad del Estado de Derecho; toma nota de que, el 27 de abril de 2022, la 
Comisión inició finalmente el procedimiento formal contra Hungría en virtud del 
Reglamento relativo a la condicionalidad del Estado de Derecho, mediante el envío de 
una notificación por escrito; insta a la Comisión a que inicie el procedimiento 
establecido en el artículo 6, apartado 1, de dicho Reglamento también al menos en el 
caso de Polonia; recuerda que la aplicabilidad, la finalidad y el ámbito de aplicación del 
Reglamento están claramente definidos y no necesitan estar respaldados por 
explicaciones adicionales; condena la decisión de la Comisión de seguir redactando 
directrices incluso después de la sentencia del TJUE que confirma la legalidad y validez 
del Reglamento; pide a la Comisión que garantice, posiblemente mediante una 
propuesta legislativa, que la aplicación del artículo 6 del Reglamento relativo a la 
condicionalidad del Estado de Derecho no afecte directa o indirectamente a los 
ciudadanos, dado que los responsables de vulneraciones del Estado de Derecho son 
representantes gubernamentales o jefes de Estado, y que las instituciones públicas 
locales o las entidades privadas pueden acceder directamente a los fondos que 
permanecen en el presupuesto consolidado de la Unión; pide a la Comisión que aplique 
con mayor rigor el Reglamento sobre disposiciones comunes y el Reglamento 
Financiero para poner fin al uso discriminatorio de los fondos de la Unión, en particular 
los usos de carácter político, y que estudie todo el potencial de estos instrumentos y del 
Reglamento relativo a la condicionalidad del Estado de Derecho para proteger la 
democracia, el Estado de Derecho y los derechos fundamentales, garantizando así que 
los fondos de la Unión no se utilicen en iniciativas que no respeten los valores de la 
Unión consagrados en el artículo 2 del TUE, al mismo tiempo que se respetan los 
intereses de los beneficiarios finales que no son entidades gubernamentales;

58. Manifiesta su preocupación por las conclusiones del Informe de la Comisión sobre el 
Estado de Derecho en 2021 de que, en algunos países, el acoso y la intimidación 
patrocinados por el Estado contra las organizaciones LGBTIQ afectan a su capacidad 
para acceder a la financiación; pide a la Comisión que evalúe la cuestión con mayor 
detenimiento y garantice por los medios necesarios que el principio de no 

1 Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 5 de junio de 2018, Relu 
Adrian Coman y otros / Inspectoratul General pentru Imigrări y Ministerul Afacerilor 
Interne, C-673/16, ECLI:EU:C:2018:385.



discriminación que rige el acceso a los fondos de la Unión se cumple plenamente en 
toda la Unión; considera que estas conclusiones refuerzan la posición que mantiene el 
Parlamento desde hace tiempo de que el alcance del informe sobre el Estado de Derecho 
debe ampliarse para incluir todos los valores consagrados en el artículo 2 del TUE;

59. Lamenta profundamente la incapacidad del Consejo para lograr avances significativos 
en los procedimientos que están en curso al amparo del artículo 7, apartado 1, del TUE; 
insta al Consejo a que garantice que las audiencias tengan lugar al menos una vez por 
Presidencia durante los procedimientos en curso en virtud del artículo 7 del TUE y a 
que aborde también los nuevos acontecimientos que afectan al Estado de Derecho, la 
democracia y los derechos fundamentales; hace hincapié en que no hay necesidad de 
unanimidad en el Consejo para determinar un riesgo claro de una violación grave de los 
valores de la Unión en virtud del artículo 7, apartado 1, ni de dirigir recomendaciones 
concretas a los Estados miembros de que se trate ni de indicar plazos para la aplicación 
de dichas recomendaciones; reitera su llamamiento al Consejo para que lo haga, y 
subraya que cualquier nuevo retraso en dicha acción equivaldría a una vulneración del 
principio del Estado de Derecho por parte del propio Consejo; insiste en que se respete 
el papel y las competencias del Parlamento;

60. Toma nota de los debates por país que han tenido lugar en el Consejo de Asuntos 
Generales sobre la base de los informes anuales de la Comisión sobre el Estado de 
Derecho en el marco del diálogo anual del Consejo sobre el Estado de Derecho; sugiere 
que estos debates se centren en primer lugar en los Estados miembros en los que existen 
problemas más apremiantes en materia de Estado de Derecho, en lugar de llevarlo a 
cabo en orden alfabético; hace hincapié en que el aumento de la transparencia mejoraría 
el diálogo sobre el Estado de Derecho dentro de la Unión y, por tanto, invita al Consejo 
a hacer públicos estos debates por país, así como las conclusiones públicas detalladas;

61. Condena enérgicamente a las autoridades de los Estados miembros de la Unión que se 
niegan a participar en el diálogo anual de la Comisión sobre el Estado de Derecho; 
considera que esta negativa es motivo suficiente para que la Comisión acelere y 
perfeccione aún más el examen de la situación en los países en cuestión; tiene la firme 
opinión de que el ciclo del Estado de Derecho puede ser efectivo solo si el principio de 
cooperación leal establecido en el artículo 4, apartado 3, del TUE es respetado y 
aplicado de igual manera por las instituciones europeas y los Estados miembros;

62. Insta a la Comisión a que participe activamente en los debates públicos a escala local, 
regional y nacional y a que invierta más en la concienciación sobre los valores de la 
Unión consagrados en el artículo 2 del TUE y los instrumentos aplicables, incluido el 
informe anual, especialmente en aquellos países en los que existen serias 
preocupaciones; subraya la importancia de la comunicación estratégica para 
contrarrestar los discursos contra la democracia y de responder a ellos explicando mejor 
las acciones de la Unión; pide, por tanto, a la Comisión que organice campañas de 
comunicación sobre la importancia de respetar el Estado de Derecho; pide a la 
Comisión que ponga en marcha un programa específico de apoyo a las iniciativas 
innovadoras con el objetivo de promover la educación formal, en particular entre los 
profesionales del Derechos, e informal en relación con el Estado de Derecho y las 
instituciones democráticas entre los ciudadanos de la Unión de todas las edades;

63. Se compromete a participar en consultas periódicas con los Gobiernos y Parlamentos de 
los Estados miembros sobre las conclusiones del informe anual; pide a los Estados 



miembros que garanticen que sus representantes al más alto nivel posible participen en 
el intercambio con el Parlamento sobre el Estado de Derecho; lamenta profundamente la 
negativa de la Dieta polaca a reunirse con la misión intercomisiones del Parlamento 
Europeo en febrero de 2022 y la falta de respuesta a la invitación oficial, lo que 
contraviene directamente el artículo 9 del Protocolo (n.º 1) anejo a los Tratados de la 
UE sobre el cometido de los Parlamentos nacionales en la Unión Europea;

64. Destaca que las deficiencias internas del Estado de Derecho pueden tener un efecto 
perjudicial para la credibilidad de la política exterior de la Unión, en particular en 
relación con su vecindad inmediata y los candidatos y posibles candidatos a la adhesión 
a la Unión;

65. Destaca que también deben evaluarse de manera independiente los controles y 
equilibrios constitucionales a escala de la Unión; se compromete, a este respecto, a 
solicitar un dictamen de la Comisión de Venecia sobre los principios esenciales de la 
democracia en la gobernanza de la Unión, en particular la separación de poderes, la 
rendición de cuentas y los controles y equilibrios;

°

° °

66. Encarga a su presidenta que transmita la presente Resolución al Consejo, a la Comisión, 
a la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, al Consejo de 
Europa y a los Gobiernos y Parlamentos de los Estados miembros.


